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Jurisdicción:Social
Recurso de Suplicación núm. 2794/2002. 
Ponente: Ilma. Sra. Dª. Garbiñe Biurrun Mancisidor

DESEMPLEO: nivel contributivo: prestaciones: sanciones: competencias y facultades del INEM: extensión y límites: competencia atribuida a la Comunidad Autónoma del País Vasco: interpretación; extensión y límites: declaración de inconstitucionalidad del art. 46.4 de la Ley 8/1988, de 7 abril, respecto de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

El TSJ desestima el recurso de suplicación interpuesto por el INEM frente a la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 2 de Bilbao, de fecha 23-09-2002, en autos promovidos sobre desempleo.



En la Villa de Bilbao, a tres de febrero de dos mil tres.
La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, formada por los Iltmos. Sres. DON MANUEL DIAZ DE RABAGO VILLAR, Presidente, DOÑA GARBIÑE BIURRUN MANCISIDOR y DON FERNANDO TORREMOCHA Y GARCIA SAENZ, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente,

SENTENCIA
En el Recurso de Suplicación interpuesto por el Letrado sustituto de la Abogacía del Estado, actuando en nombre y representación del Organismo INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO ("INEM"), contra la Sentencia del Juzgado de lo Social Nº. 2 de Bilbao, de fecha 23 de septiembre de 2002, dictada en proceso sobre SUSPENSION DE PRESTACION POR DESEMPLEO (RDE), y entablado por DOÑA Penélope, frente a la mencionada Entidad recurrente, INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO ("INEM"), es Ponente la Iltma. Sra. Magistrada DOÑA GARBIÑE BIURRUN MANCISIDOR, quien expresa el criterio de la SALA.
ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO. La única instancia del proceso en curso se inició por Demanda y terminó por Sentencia, cuya relación de Hechos Probados es la siguiente:

1º.-) "Dña. Penélope, con DNI Nº. NUM000, es beneficiaria de una prestación por desempleo de 720 días de duración y una base reguladora diaria de 31,55 euros que percibe últimamente desde el día 19 de enero de 2002.

2º.-) El 22 de febrero de 2002 la actora no procedió a renovar su demanda de empleo, dictando el Instituto Nacional de Empleo con fecha de 5 de marzo de 2002 propuesta de suspensión de la prestación por tiempo de un mes.

3º.-) Formuladas alegaciones por la actora frente a la resolución acordada, las mismas son desestimadas, dictándose resolución con fecha de 21 de marzo de 2002 en la que se suspende la prestación por tiempo de un mes.

4º.-) Interpuesta reclamación previa por la actora, la misma ha sido desestimada por resolución de fecha 26 de abril de 2002".

SEGUNDO. La Parte Dispositiva de la Sentencia de Instancia dice:

"Que estimando la demanda interpuesta por Dña. Penélope contra el Instituto Nacional de Empleo, declaro la nulidad de la sanción impuesta, y condeno al demandado a estar y pasar por dicha declaración y a abonar a la actora la prestación dejada de percibir por su cumplimiento".

TERCERO. Frente a dicha Resolución se interpuso el Recurso de Suplicación anteriormente reseñado, que fue impugnado por la parte actora, DOÑA Penélope.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO. El artículo 191-c) de la Ley de Procedimiento Laboral (RCL 1995, 1144, 1563) recoge, como otro motivo para la interposición del Recurso de Suplicación, el examen de las normas sustantivas o de la Jurisprudencia, debiendo entenderse el término norma en sentido amplio, esto es, como toda norma jurídica general que traiga su origen de autoridad legítima dentro del Estado (incluyendo la costumbre acreditada, las normas convencionales y los Tratados Internacionales ratificados y publicados en el Boletín Oficial del Estado).

Debe matizarse, por otra parte, la referencia legal a las normas sustantivas, en el sentido de que existen supuestos en los que la norma procesal determina el Fallo de la Sentencia de instancia, sin que pueda alegarse su infracción por la vía de la letra a) del ya precitado artículo 191 de la ley procesal laboral, lo que ocurre en los casos de cosa juzgada, incongruencia, contradicción en el Fallo y error de derecho en la apreciación de la prueba.

Ha de remarcarse también que la infracción ha de cometerse en el Fallo de la Sentencia, lo que significa que la Suplicación no se da contra las argumentaciones empleadas en su Fundamentación Jurídica, sino contra la Parte Dispositiva que, al entender del recurrente, ha sido dictada infringiendo determinadas normas sustantivas, que deben ser citadas, por lo que no cabe admitir la alegación genérica de una norma, sino que debe citarse el concreto precepto vulnerado, de manera que si el derecho subjetivo conculcado se recoge en norma distinta de la alegada, la Sala no podrá entrar en su examen, salvo error evidente, ya que su objeto queda limitado al estudio y resolución de los temas planteados.

SEGUNDO. Con amparo en el precitado artículo 191 c) de la Ley de Procedimiento Laboral (RCL 1995, 1144, 1563), se impugna la Sentencia de instancia, alegando la infracción de lo dispuesto en los artículos 17-1- a), 47.5 y 48.4 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto (RCL 2000, 1804, 2136), por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que atribuyen la competencia para la imposición de sanciones por infracciones leves y graves a la Entidad Gestora, en relación con el artículo 62.1.b) de la Ley 30/92, de 26 de noviembre (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246) y del artículo 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635), así como de las sentencias del Tribunal Constitucional 25/83, de 7 de abril (RTC 1983, 25) y 124/89 de 7 de julio (RTC 1989, 124).

Argumenta el INEM que la nueva legislación aplicable RD Legislativo 5/2000, de 4 de agosto previene que la competencia para la imposición de sanciones corresponde a la Entidad Gestora de la Seguridad Social u otro Organismo Público de colocación competente, lo que sólo podrá ejercerse por la Comunidad Autónoma del País Vasco cuando tenga un organismo competente de tal tipo, del que ahora carece.

La cuestión estriba, pues, en determinar a quién corresponde el ejercicio de la potestad sancionadora en la siguiente materia, que el artículo 17-1-a) del RD Legislativo 5/2000, que califica de infracción leve de los trabajadores: no comparecer, previo requerimiento, ante el servicio público de empleo, las agencias de colocación sin fines lucrativos o las entidades asociadas de los servicios integrados para el empleo, o no renovar la demanda de empleo en la forma y fechas que se determinen en el documento de renovación de la demanda, salvo causa justificada.

El Tribunal Constitucional tuvo ocasión de analizar la constitucionalidad de una buena parte de la Ley 8/88 (RCL 1988, 780), en virtud de un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno Vasco, quien entendía, en lo que se refiere al asunto que ahora nos ocupa, que determinados preceptos no respetaban la distribución constitucional de competencias entre el Estado y la Comunidad Autónoma, y pretendiendo disponer de competencias sancionadoras que la Ley atribuía al Estado.

Distingue el TC, como no podía ser de otro modo, en materia de Seguridad Social, entre la atribuida a la competencia exclusiva del Estado en el artículo 149-1-17 de la Constitución Española (RCL 1978, 2836), de legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas, y la atribución que el artículo 18-2 EAPV (RCL 1979, 3028) y (LPV 1980, 10) hace a la Comunidad Autónoma al señalar que en materia de Seguridad Social corresponderá al País Vasco: a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que configuran el régimen económico de la misma; b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.

Sin embargo, esta primera distinción ha de ser ampliada en los términos en que lo hace el TC, y que resultarán claves para la resolución de la litis que ahora nos ocupa. En efecto, señala la Sentencia precitada que Ha de distinguirse, consiguientemente, entre la Seguridad Social y su régimen económico como materias competencialmente distintas. Respecto a la primera es evidente que, ostentando el País Vasco competencias ejecutivas, le corresponde ejercitar las potestades sancionadoras que garanticen el cumplimiento de la legislación básica estatal y de la autonómica que la desarrolle (STC 102/1995 [RTC 1995, 102), fundamento jurídico 32). En cuanto a la segunda, la delimitación del ámbito de actuación de la Comunidad Autónoma requiere mayores precisiones, pues la atribución al Estado o a las Comunidades Autónomas del régimen en una determinada materia comprende, desde luego, la totalidad de las competencias normativas sobre la misma (SSTC 84/1982 [RTC 1992, 84], fundamento jurídico 4º, y 38/1983 [RTC 1983, 38], fundamento jurídico 3º); pero implica también un plus: Además de la legislación, puede comportar la atribución de las competencias de ejecución necesarias para configurar un sistema materialmente unitario. Eso es lo que sucede en el caso del régimen económico de la Seguridad Social.

Prosigue el TC realizando la delimitación de cuáles, de entre las competencias ejecutivas en materia de Seguridad Social, en virtud de lo dispuesto en el artículo 18-2 a) y b) de su Estatuto, corresponden a la Comunidad Autónoma recurrente. Delimitación que, en principio, puede llevarse a cabo precisando que son todas, excepto las que quepa atribuir al Estado en materia de régimen económico de la Seguridad Social. Ello obliga a determinar el contenido de esa competencia estatal.

Tras analizar las facultades que integran la competencia estatutaria de gestión del régimen económico de la Seguridad Social, termina el TC por concluir que, correspondiendo al Estado el control de dicha caja única, ese control supone la atribución de la potestad ejecutiva cuando recae directamente sobre actividades económicas; mientras que cuando recae sobre actividades instrumentales (inscripción de empresas, afiliación, altas y bajas) comporta sólo una facultad de supervisión, siendo la ejecución, en relación con el cumplimiento de los deberes no inmediatamente económicos, competencia de la Comunidad Autónoma (fundamento jurídico 4º, in fine), en referencia a la STC 124/1989.

Trata entonces el TC de efectuar el deslinde competencial en orden a la atribución de la potestad sancionadora, en cuanto a la declaración de infracciones e imposición de sanciones en materia de Seguridad Social, cuestión en la que comienza afirmando la potestad sancionadora del País Vasco y excluyendo, en consecuencia, la del Estado, para declarar la concreta existencia de infracciones y sancionar aquellas que no guarden relación con el régimen económico de la Seguridad Social. Así, determina el TC que los preceptos del capítulo tercero de la Ley 8/1988 que tipifican las infracciones consistentes en el incumplimiento de las obligaciones relativas, directa o indirectamente (en este segundo caso por tratarse de obligaciones instrumentales de las primeras), a la inscripción de empresas y a la afiliación, las altas y las bajas de los trabajadores son susceptibles de garantizarse en su efectividad mediante el ejercicio de la potestad sancionadora que a la Comunidad recurrente le compete a tenor del art. 18.2 a) de su Estatuto. Y ello porque, atendida su configuración legal, la potestad de imponer las sanciones correspondientes no puede ubicarse íntegramente en el régimen económico de la Seguridad Social, y concluye que son contrarios al orden constitucional de competencias los arts. 46.4 y 47.1 de la Ley 8/1988, en cuanto omiten el reconocimiento de la potestad sancionadora del País Vasco respecto de las infracciones descritas en los arts. 13; 14.1, núms. 1, 2, 3 y 7; 16; 19; 20.1, 2, 3, 4, 6 y 7; 21.1, 4 y 5; 22, 23.1, 2 y 3; y 24.1 y 2. Resta al TC estudiar la competencia de nuestra Comunidad Autónoma para sancionar las infracciones tipificadas en los arts 29 y 30 de la Ley 8/1988, cuestión sobre la que señala que estos preceptos, aun no situados en el capítulo de la Ley dedicado a las infracciones en materia de Seguridad Social (capítulo segundo), sino en el dedicado a las infracciones en materia de empleo y prestaciones de desempleo (capítulo cuarto), pertenecen, sin embargo, a aquella primera materia, en tanto regulen las prestaciones de desempleo, que son prestaciones de Seguridad Social (art. 41 CE), hoy contempladas en el vigente texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social de 1994 (RCL 1994, 1825) (arts. 203 y ss). Y sin que a efectos de distribución de competencias puedan ubicarse en título competencial distinto al del art. 149.1.17 CE. Y el caso es que sobre la materia de Seguridad Social el País Vasco ostenta competencias de desarrollo legislativo y de ejecución (art. 18.2 EAPV). La Ley 22/1993 (RCL 1993, 3600) ha dado nueva redacción al art. 29.3.2 y a varios apartados del art. 30 de la Ley 8/ 1988. Pero, por lo ya dicho, ello no priva de objeto al presente recurso, máxime cuando, por lo general, antes que a suprimir alguno de los contenidos originales de la Ley 8/1988, la Ley 22/1993 se dedica a añadir otros nuevos. Nótese que precisamente en esta adición operada por la Ley 22/1993 en el artículo 30 Ley 8/1988 tiene origen la infracción que, tras la reforma introducida por la Ley 50/1998 (RCL 1998, 3063 y RCL 1999, 1204), se tipifica en el artículo 17-3, para cuya sanción se discute la competencia del INEM en litigio con la CAPV.

Pues bien, el TC manifiesta que Los arts. 29 y 30, integrantes de dos Secciones del capítulo cuarto, la 2ª y la 3ª, respectivamente dedicadas a las infracciones de los empresarios en materia de prestaciones por desempleo y a las infracciones de los trabajadores en materia de empleo, prestación por desempleo y formación profesional ocupacional, contienen desde el punto de vista de su encaje competencial, dos clases de disposiciones. Unas pertenecen a materias sobre las que el País Vasco ostenta competencias de ejecución (art. 18.2 a) y b) EAPV), incluida la potestad sancionadora. Se trata de las normas que tipifican como infracciones de los empresarios no facilitar a las entidades de la Seguridad Social o al Instituto Nacional de Empleo la documentación que estén obligados a proporcionar, consignar inexactamente los datos, certificaciones o declaraciones que presenten, o no cumplimentar éstos con arreglo a las normas procedentes (art. 29.1) y no entregar al trabajador, en tiempo y forma, el certificado de empresa y cuantos documentos sean precisos para la tramitación de la prestación por desempleo (art. 29.2.1), así como de las que tipifican como infracciones de los trabajadores no comparecer, sin causa justificada, previo requerimiento, ante la Entidad Gestora (art. 30.1), negarse a participar en acciones de promoción, formación y reconversión profesionales, salvo causa justificada (art. 30.2.1) y rechazar una oferta de empleo adecuada o negarse a participar en los trabajos de colaboración social o en programas de empleo, salvo causa justificada (art. 30.2.2), infracciones estas últimas sancionadas con la pérdida temporal o con la extinción de la prestación o del subsidio (art. 46 Ley 8/1988).

Las demás disposiciones que contienen los arts. 29 y 30 de la Ley se refieren a los incumplimientos empresariales sobre cotizaciones y pago de prestaciones por desempleo y a las conductas defraudatorias de empresarios y trabajadores en la indicada materia y en la de ayudas de fomento del empleo (arts. 29.2.2, 3 y 4; 29.3 y 30:3). Es, por tanto, un aspecto del régimen económico de la Seguridad Social, en el que la competencia de gestión perteneciente al País Vasco ex arta. 18.2 b) EAPV no comprende la potestad sancionadora, según lo razonado en fundamentos anteriores.

Los arts. 46.4 y 47.1 de la Ley deben declararse, pues, contrarios al orden constitucional de competencias sólo en cuanto al no reconocimiento de dicha potestad de la recurrente respecto de las infracciones tipificadas en los arts. 29.1, 29.2.1, 30.1 y 30.2 de la Ley 8/1988.

Esta Sala, siguiendo la doctrina contenida en la citada STC 195/1996 (RTC 1996, 195), debe concluir que el INEM carece de competencia sancionadora sobre la infracción tipificada en el art. 17.1.a) Real Decreto Legislativo 5/2000, por el hecho de no afectar esa concreta materia al régimen económico de la Seguridad Social.

En este sentido se ha pronunciado ya esta Sala sobre idéntica cuestión en diversas ocasiones, debiendo citarse al respecto la sentencia dictada recientemente en fecha de 17 de septiembre de 2002 (JUR 2003, 104590), que ha devenido firme -recurso 1537/02-, que sigue a su vez las sentencias de esta misma Sala de 5 de marzo de 2002 (AS 2002, 2551) -recurso 100/02-, 5 de junio de 2001 (AS 2002, 856) -recurso 945/02-, 2 (JUR 2002, 79686) y 23 de octubre de 2001 (JUR 2002, 80748) -recursos 1774/01 y 2054/01-, reiterando todos los razonamientos, incluidos aquellos referentes a la falta de organismo autonómico para sancionar, aspecto sobre el que se decía que esta Comunidad Autónoma ya dispone de una Administración dotada de servicios propios que pueden ejercer esa potestad sancionadora, siendo bien significativo que, de hecho, la ejerza cuando se imputan incumplimientos en materia de legislación laboral.

De ahí que el recurso deba ser desestimado, con la consiguiente confirmación de la sentencia de instancia.

TERCERO. No procede hacer declaración sobre costas, por gozar el recurrente del beneficio de justicia gratuita (artículo 233-1 de la Ley de Procedimiento Laboral [RCL 1995, 1144, 1563]).
FALLAMOS
Que desestimamos el Recurso de Suplicación interpuesto por el INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO ("INEM"), frente a la Sentencia de 23 de septiembre de 2002 del Juzgado de lo Social Nº. 2 de Bilbao, en autos Nº. 316/02, confirmando la misma en su integridad.

Notifíquese esta Sentencia a las partes intervinientes en el proceso y al Ministerio Fiscal.

Una vez FIRME lo acordado, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de lo Social de procedencia del Recurso para dar cumplimiento al Fallo recaído.

Así, por esta nuestra Sentencia, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior Sentencia en el mismo día de su fecha por la Iltma. Sra. Magistrada-Ponente que la suscribe, en la Sala de Audiencias de este Tribunal. Doy fe.

ADVERTENCIAS LEGALES.

Contra esta sentencia cabe recurso de casación para la unificación de doctrina ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que necesariamente deberá prepararse por escrito firmado por Letrado dirigido a esta Sala de lo Social y presentado dentro de los 10 días hábiles siguientes al de su notificación.

Además, si el recurrente hubiere sido condenado en la sentencia, deberá acompañar, al preparar el recurso, el justificante de haber ingresado en la cuenta de Depósitos y Consignaciones abierta en el BANCO DE VITORIA, cta. número ...., a nombre de esta Sala el importe de la condena, o bien aval bancario en el que expresamente se haga constar la responsabilidad solidaria del avalista. Si la condena consistiere en constituir el capital-coste de una pensión de Seguridad Social, el ingreso de éste habrá de hacerlo en la Tesorería General de la Seguridad Social y una vez se determine por éstos su importe, lo que se le comunicará por esta Sala.

El recurrente deberá acreditar mediante resguardo entregado en la secretaría de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo al tiempo de la personación, la consignación de un depósito de 300,51 euros en la entidad de crédito "BANESTO" (BANCO ESPAÑOL DE CREDITO) c/c. 2410-000-66-2794/2002 Madrid, Sala Social del Tribunal Supremo.

Están exceptuados de hacer todos estos ingresos las Entidades Públicas, quiénes ya tengan expresamente reconocido el beneficio de justicia gratuita o litigasen en razón a su condición de trabajador o beneficiario del régimen público de la Seguridad Social (o como sucesores suyos), aunque si la recurrente fuese una Entidad Gestora y hubiese sido condenada al abono de una prestación de Seguridad Social de pago periódico, al anunciar el recurso deberá acompañar certificación acreditativa de que comienza el abono de la misma y que lo proseguirá puntualmente mientras dure su tramitación.

